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La contaminación del Lago Titicaca constituye uno de los problemas socio-

ambientales más persistentes y estructurales del sur andino peruano. Nos 

encontramos ante una problemática progresiva y sostenida en el tiempo, 

cuya permanencia ha sido permitida por la insuficiente intervención estatal 

y por la ausencia de medidas efectivas de protección ambiental, afectando 

de manera directa la calidad de vida, la salud, las prácticas culturales y los 

medios de subsistencia de la población puneña. Un reclamo persistente de 

numerosas organizaciones sociales y de la sociedad puneña en su conjunto 

es la descontaminación del Lago Titicaca, tras haberse acreditado la 

contaminación en sus diversas cuencas1. 

Surge entonces la pregunta que estructura este trabajo: ¿existe un derecho 

constitucionalmente exigible a la descontaminación del Lago Titicaca?  

La respuesta exige precisar, en primer lugar, que no existe en el 

ordenamiento constitucional un derecho de configuración autónoma a la 

descontaminación de los ríos o fuentes de agua. La inexistencia de un 

reconocimiento autónomo dentro del ordenamiento constitucional no 

impide advertir la dimensión constitucional de dicho derecho, cuyo 

contenido se encuentra estrechamente relacionado con la protección del 

medio ambiente, la preservación de las fuentes hídricas y la garantía de 

condiciones mínimas compatibles con la dignidad humana. En efecto, el 

derecho a la descontaminación debe ser entendido como parte del 

contenido del derecho fundamental a gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado a la vida. 

 
1 Ver: https://convoca.pe/investigacion/lago-titicaca-la-cloaca-de-puno 

 

https://convoca.pe/investigacion/lago-titicaca-la-cloaca-de-puno
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Desde esta perspectiva, la tesis que sostiene el presente trabajo es que el 

derecho a la descontaminación del Lago Titicaca constituye una 

manifestación concreta, exigible y justiciable del derecho al ambiente, 

particularmente en su dimensión de preservación, restauración y reparación. 

El reconocimiento de este derecho no puede quedar reducido al ámbito de 

las declaraciones políticas o programáticas, considerando que su exigibilidad 

encuentra sustento en el propio texto constitucional, en el desarrollo 

jurisprudencial del derecho al medio ambiente y en las obligaciones 

establecidas por la legislación ambiental vigente. 

Asimismo, se argumenta que dicho derecho se refuerza cuando se interpreta 

a la luz de: 

• el principio de restauración ambiental, 

• el derecho a la reparación integral, 

• y el emergente paradigma de los derechos de la naturaleza, que 

permite concebir al Lago Titicaca como sujeto de derecho. 

Esta configuración normativa convive con decisiones estatales que, antes 

que asegurar una protección efectiva del medio ambiente, han permitido la 

continuidad de prácticas contaminantes y la prolongación de sus efectos 

sobre el Lago Titicaca y la población asentada en su entorno. La controversia 

constitucional no se limita al reconocimiento formal del derecho al medio 

ambiente, considerando que la afectación adquiere un carácter estructural 

cuando el propio Estado, mediante omisiones persistentes, intervenciones 

insuficientes y disposiciones incompatibles con la protección ambiental, 

termina debilitando el contenido del derecho que constitucionalmente se 

encuentra obligado a preservar y garantizar. 

1. El derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y 

adecuado a la vida 

Se trata de un derecho fundamental de la persona recogido en el artículo 

2.22 de la Constitución, el cual precisa que toda persona tiene derecho, a “A 

la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a 

gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”.  

En primer lugar, el TC a través de su jurisprudencia, ha señalado que el 

derecho a disfrutar de un medio ambiente equilibrado y adecuado a la vida, 
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se compone de dos elementos: a) el derecho a gozar de ese medio ambiente; 

y b) el derecho a que ese medio ambiente se preserve (STC. Exp. N° 03510-

2003-AA/TC, fundamento 2.d). 

En relación con el primer componente, el Tribunal Constitucional ha 

precisado que el derecho «comporta la facultad de las personas de poder 

disfrutar de un medio ambiente en el que sus elementos se desarrollan e 

interrelacionan de manera natural y armónica; y, en el caso de que el hombre 

intervenga, no debe suponer una alteración sustantiva de la interrelación que 

existe entre los elementos del medio ambiente. Esto supone, por tanto, el disfrute 

no de cualquier entorno, sino únicamente del adecuado para el desarrollo de la 

persona y de su dignidad (artículo 1° de la Constitución). De lo contrario, su goce 

se vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido» (Exp. N° 

03510-2003-AA/TC, fundamento 2.d). 

En relación con el segundo componente de este derecho, el Tribunal hace 

referencia a la obligación del Estado de protegerlo en forma efectiva, en su 

rol de garante; así, «[e]l derecho a la preservación de un medio ambiente sano y 

equilibrado entraña obligaciones ineludibles, para los poderes públicos, de 

mantener los bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute 

[…] tal obligación alcanza también a los particulares, y con mayor razón a 

aquellos cuyas actividades económicas inciden, directa o indirectamente, en el 

medio ambiente» (Exp. N.º 03510-2003-AA/TC, fundamento 2.d). 

La dimensión de preservación desarrollada por el Tribunal Constitucional no 

se limita únicamente a la imposición de deberes abstractos de protección 

ambiental, considerando que su contenido exige la adopción de medidas 

concretas, permanentes y materialmente eficaces orientadas a conservar los 

bienes ambientales frente a las actividades humanas capaces de afectarlos. 

Dentro de este marco, el artículo 67 de la Constitución señala: «[e]l Estado 

determina la política nacional del ambiente. Promueve el uso sostenible de sus 

recursos naturales». 

Para el TC, este artículo «establece la obligación perentoria del Estado de 

instituir la política nacional del ambiente. Ello implica un conjunto de acciones 

que el Estado se compromete a desarrollar o promover, con el fin de preservar y 

conservar el ambiente frente a las actividades humanas que pudieran afectarlo. 

Esta política nacional -entendida como el conjunto de directivas para la acción 
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orgánica del Estado a favor de la defensa y conservación del ambiente- debe 

permitir el desarrollo integral de todas las generaciones de peruanos que tienen 

el derecho de gozar de un ambiente adecuado para el bienestar de su existencia». 

(STC. Exp. N° 03510-2003-AA/TC, fundamento 2.f) 

Este componente supone dos obligaciones: a) abstenerse de adoptar 

acciones que afecten el medio ambiente (dimensión subjetiva del derecho); 

y b) adoptar todas las medidas necesarias para su protección (dimensión 

objetiva del derecho). En relación con la primera, el TC ha precisado que «[en] 

su faz reaccional, el Estado asume la obligación de abstenerse de realizar 

cualquier tipo de actos que afecten el medio ambiente equilibrado y adecuado 

para el desarrollo de la vida humana» (STC. Exp. N° 00018-2001-AI/TC, 

fundamento 10). 

Sobre la segunda, el Tribunal ha señalado inteligentemente que «[e]n su 

dimensión prestacional, impone al Estado tareas u obligaciones destinadas a 

conservar el ambiente equilibrado, las cuales se traducen, a su vez, en un haz de 

posibilidades, entre las cuales cabe mencionar la de expedir disposiciones 

legislativas destinadas a que desde diversos sectores se promueva la 

conservación del ambiente. Desde luego, no sólo supone tareas de conservación, 

sino también de prevención que se afecte a ese ambiente equilibrado» (STC. Exp. 

N.º 03510-2003-AA/TC, fundamento 2.c). 

Finalmente, el TC ha desarrollado un conjunto de principios que buscan 

armonizar y compatibilizar el derecho a disfrutar de un medio ambiente 

equilibrado y adecuado a la vida y la libertad de empresa comercio e 

industria reconocido en el artículo 59 de la Constitución.  

“En cuanto al vínculo existente entre la producción económica y el derecho 

a un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida, se 

materializa en función a los principios siguientes:  

a) el principio de desarrollo sostenible o sustentable;  

b) el principio de conservación, en cuyo mérito se busca tener en estado 

óptimo los bienes ambientales;  

c) el principio de prevención, que supone resguardar los bienes 

ambientales de cualquier peligro que pueda afectar su existencia;  

d) el principio de restauración, referido al saneamiento y recuperación de 

los bienes ambientales deteriorados;  
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e) el principio de mejora, en cuya virtud se busca maximizar los beneficios 

de los bienes ambientales en pro del disfrute humano;  

f) el principio precautorio, que comporta adoptar medidas de cautela y 

reserva cuando exista incertidumbre científica e indicios de amenaza sobre 

la real dimensión de los efectos de las actividades humanas sobre el 

ambiente; y,  

g) el principio de compensación, que implica la creación de mecanismos 

de reparación por la explotación de los recursos no renovables” (STC Exp. 

N.º 00048-2004-AI, f. j. 18). 

Entre los principios enunciados, el principio de restauración resulta central 

para este análisis, en tanto establece el deber de saneamiento y 

recuperación de los bienes ambientales deteriorados. Este principio 

constituye el fundamento directo del derecho a la descontaminación, al 

imponer la obligación de intervenir sobre el daño ya producido. 

2. ¿Cuándo estamos ante un caso de contaminación? 

Pero el TC va más allá y establece una tipología de casos cuando estamos 

ante casos de contaminación ambiental desde una perspectiva 

constitucional.  

 “Desde una perspectiva práctica, un ambiente puede ser afectado por 

alguna de estas cuatro actividades: 

a) Actividades molestas: Son las que generan incomodidad por los ruidos 

o vibraciones, así como por emanaciones de humos, gases, olores, nieblas 

o partículas en suspensión y otras sustancias. 

b) Actividades insalubres: Se generan cuando se vierten productos al 

ambiente que pueden resultar perjudiciales para la salud humana. 

c) Actividades nocivas: Se generan cuando se vierten productos al ambiente 

que afectan y ocasionan daños a la riqueza agrícola, forestal, pecuaria o 

piscícola. 

d) Actividades peligrosas: Son las que ocasionan riesgos graves a las 

personas o sus bienes debido a explosiones, combustiones o radiaciones” 

(STC Exp. N.º 00018-2001-AI, f. j. 6). 

Bajo esta línea interpretativa, la contaminación ambiental no constituye 

únicamente una alteración física del entorno, tomando en consideración que 
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sus efectos repercuten directamente sobre la salud, la vida, los recursos 

naturales y las condiciones mínimas necesarias para una existencia digna. 

Frente a este escenario, la protección constitucional del medio ambiente 

exige no solo prevenir afectaciones, sino también intervenir sobre el daño ya 

producido mediante medidas concretas de restauración y descontaminación 

de los bienes ambientales afectados. En esa línea, la gravedad de la 

afectación incrementa la intensidad de las obligaciones estatales, tanto en 

términos de prevención como de restauración. 

3. El derecho a la reparación de las graves violaciones a los 

derechos humanos  

Tenemos también, el párrafo 166 de la sentencia de la Corte IDH en el caso 

Velásquez Rodríguez, el cual reconoce el derecho a la reparación, “Como 

consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y 

sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y 

procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado 

y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los 

derechos humanos”. 

De igual manera tenemos la sentencia del TC en el caso Conga, la cual 

establece que una condición para la legitimidad constitucional de la inversión 

minera que tenga impacto en recursos hídricos, la reparación integral en 

caso de afectación (STC Exp. N.º 00001-2012-PI, f. j. 44). El TC explica: 

El punto iii) se dirige atender las situaciones en caso de la ocurrencia de 

daños contra terceros. En tal sentido, si la actividad empresarial genera 

daños estos no solo deben ser sancionado por la Administración, sino que 

deben generar una reparación directa, justa y proporcionada, a las 

personas directamente afectadas. Ello implica no solamente esperar, en 

virtud de la autonomía de la persona, a que demandas de indemnización 

sean interpuestas. Como la realidad lo ha demostrada en varias ocasiones, 

la desesperación de los ciudadanos, de la mano de otras circunstancias 

tales como bajos ingresos o desconocimiento de sus derechos, genera en 

ocasiones, que estos no hagan valer sus derechos en forma idónea. En tal 

sentido, es deber del Estado, brindar la estructura y presupuesto adecuado 

para que se brinde la orientación legal adecuada a fin de que los 

ciudadanos puedan ejercer sus derechos. Así, poner a disposición de los 
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ciudadanos no solo información sino asistencia legal gratuita en los casos 

en donde los bajos ingresos de los pobladores así lo demande. Por su 

parte, los órganos jurisdiccionales tienen el deber de considerar los daños 

provocados de manera integral a fin de, si es que se determinara 

fehacientemente, ordenar el pago indemnizatorio proporcional a los 

daños sufridos (STC Exp. N.º 0001-2012-PI, f. j. 54). 

De lo señalado se colige la importancia central que adquiere la reparación 

dentro del sistema de protección de derechos, especialmente en escenarios 

de degradación ambiental, donde la persistencia del daño compromete de 

manera continua el equilibrio ambiental y las condiciones necesarias para el 

desarrollo de la vida. 

4. El derecho a la reparación ambiental  

El contenido específico de la reparación en materia ambiental se encuentra 

desarrollado en el artículo 147 de la Ley General del Ambiente, el cual 

establece que la reparación del daño ambiental consiste, en primer lugar, en 

el restablecimiento de la situación anterior al hecho lesivo. 

Artículo 147°. - De la reparación del daño  

La reparación del daño ambiental consiste en el restablecimiento de 

la situación anterior al hecho lesivo al ambiente o sus componentes, 

y de la indemnización económica del mismo. De no ser técnica ni 

materialmente posible el restablecimiento, el juez deberá prever la 

realización de otras tareas de recomposición o mejoramiento del 

ambiente o de los elementos afectados. La indemnización tendrá por 

destino la realización de acciones que compensen los intereses afectados 

o que contribuyan a cumplir los objetivos constitucionales respecto del 

ambiente y los recursos naturales. (Resaltado nuestro) 

Esta norma debe ser interpretada de conformidad con la Ley No 29325. Ley 

del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, que precisa 

medidas de restauración y recuperación del patrimonio natural de la Nación.  

Artículo 23.- Medidas de restauración, rehabilitación, reparación, 

compensación y de recuperación del Patrimonio Natural de la Nación  

23.1 Sin perjuicio de imponer cualquiera de las sanciones establecidas, la 

autoridad competente puede además obligar a la persona natural o 
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jurídica responsable del daño a restaurar, rehabilitar o reparar la 

situación alterada, según sea el caso, o a compensarla en términos 

ambientales cuando lo anterior no fuera posible, de conformidad con el 

artículo IX de la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente.  

23.2 También puede la autoridad competente recuperar, retener o 

decomisar bienes, o productos derivados de los mismos, que se hayan 

originado como consecuencia de la extracción o aprovechamiento ilegal 

de los recursos naturales, en tanto constituyen Patrimonio Natural de la 

Nación de conformidad con la Constitución Política. A tal efecto, se emitirá 

la norma administrativa específica para la aplicación de esta disposición. 

En este marco, la descontaminación del Lago Titicaca debe ser entendida 

como una forma específica y prioritaria de reparación ambiental, orientada 

a restituir las condiciones ecológicas del ecosistema afectado. En otras 

palabras, no se trata de una medida complementaria o secundaria, sino de 

una respuesta directa frente al daño ya producido, que busca recuperar 

progresivamente el equilibrio del lago y asegurar condiciones mínimas para 

la vida y el desarrollo de las poblaciones que dependen de él. 

5. El derecho a la descontaminación de las fuentes de agua 

El derecho a la descontaminación del agua no se encuentra expresamente 

formulado como una categoría autónoma en el texto constitucional; sin 

embargo, se configura como una derivación necesaria del derecho al 

ambiente y del derecho a la vida, en la medida en que la calidad del agua 

constituye una condición indispensable para la existencia digna. 

La Ley de Recursos Hídricos establece que el agua es un recurso natural 

renovable, indispensable para la vida, el desarrollo sostenible y la seguridad 

de la Nación. En consecuencia, su gestión no puede limitarse a criterios de 

aprovechamiento, sino que debe incorporar de manera prioritaria su 

protección y recuperación frente a procesos de degradación. El cual entraña 

obligaciones ineludibles para los poderes públicos, entre otros, mantener los 

bienes ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute. (STC Exp. 

N.º 00048-2004-PI, f. j. 17) 

Sin embargo, de manera clara este derecho se reconoce en uno de los 

principios constitucionales ambientales, reconocidos en la jurisprudencia del 
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Tribunal Constitucional. Se trata del “principio de restauración, referido al 

saneamiento y recuperación de los bienes ambientales deteriorados”. (STC 

Exp. N.º 00048-2004-PI, f. j. 18.d) 

El derecho a la descontaminación también puede ser encontrado en el 

artículo VI de la Ley No 26811, Ley General del Ambiente, cuando reconoce 

la obligación de recuperación y restauración de los bienes ambientales 

deteriorados. 

Artículo VI. - Del principio de prevención  

La gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, vigilar y 

evitar la degradación ambiental. Cuando no sea posible eliminar las 

causas que la generan, se adoptan las medidas de mitigación, 

recuperación, restauración o eventual compensación, que 

correspondan. (Resaltado nuestro) 

En el artículo 17 de la misma ley considera como herramienta de gestión 

ambiental, los sistemas de remediación. Sin embargo, será el artículo 30 de 

la Ley general del ambiente, la que precise que debe tener un plan de 

descontaminación en general. 

Artículo 30.- De los planes de descontaminación y el tratamiento de pasivos 

ambientales  

30.1 Los planes de descontaminación y de tratamiento de pasivos 

ambientales están dirigidos a remediar impactos ambientales originados 

por uno o varios proyectos de inversión o actividades, pasados o presentes. 

El Plan debe considerar su financiamiento y las responsabilidades que 

correspondan a los titulares de las actividades contaminantes, incluyendo 

la compensación por los daños generados, bajo el principio de 

responsabilidad ambiental.  

30.2 Las entidades con competencias ambientales promueven y establecen 

planes de descontaminación y recuperación de ambientes degradados. La 

Autoridad Ambiental Nacional establece los criterios para la elaboración 

de dichos planes.  

30.3 La Autoridad Ambiental Nacional, en coordinación con la Autoridad 

de Salud, puede proponer al Poder Ejecutivo el establecimiento y 

regulación de un sistema de derechos especiales que permita restringir las 

emisiones globales al nivel de las normas de calidad ambiental. El referido 
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sistema debe tener en cuenta: a) Los tipos de fuentes de emisiones 

existentes; b) Los contaminantes específicos; c) Los instrumentos y medios 

de asignación de cuotas; d) Las medidas de monitoreo; y, e) La fiscalización 

del sistema y las sanciones que correspondan. (Resaltado nuestro) 

Artículo 17.- De los tipos de instrumentos  

17.1 Los instrumentos de gestión ambiental podrán ser de planificación, 

promoción, prevención, control, corrección, información, financiamiento, 

participación, fiscalización, entre otros, rigiéndose por sus normas legales 

respectivas y los principios contenidos en la presente Ley.  

17.2 Se entiende que constituyen instrumentos de gestión ambiental, los 

sistemas de gestión ambiental, nacional, sectoriales, regionales o locales; 

el ordenamiento territorial ambiental; la evaluación del impacto 

ambiental; los Planes de Cierre; los Planes de Contingencias; los estándares 

nacionales de calidad ambiental; la certificación ambiental, las garantías 

ambientales; los sistemas de información ambiental; los instrumentos 

económicos, la contabilidad ambiental, estrategias, planes y programas de 

prevención, adecuación, control y remediación; los mecanismos de 

participación ciudadana; los planes integrales de gestión de residuos; los 

instrumentos orientados a conservar los recursos naturales; los 

instrumentos de fiscalización ambiental y sanción; la clasificación de 

especies, vedas y áreas de protección y conservación; y, en general, todos 

aquellos orientados al cumplimiento de los objetivos señalados en el 

artículo precedente. 

En este orden de ideas, la descontaminación del agua forma parte de las 

obligaciones estatales orientadas a preservar condiciones ambientales 

adecuadas, indispensables para la protección de la vida, la salud y el 

equilibrio de los ecosistemas afectados. 

Así, el derecho a la descontaminación del Lago Titicaca se configura como 

una expresión concreta de este mandato, vinculando el plano constitucional 

con el régimen específico de los recursos hídricos. Esto significa que el deber 

del Estado de proteger el ambiente no se queda solo en la Constitución como 

una declaración general, se traduce en reglas específicas sobre cómo deben 

gestionarse, protegerse y recuperarse los cuerpos de agua, como el Lago 

Titicaca. 
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6. ¿A quién le corresponde la descontaminación?  

Una vez establecido que la descontaminación constituye una obligación 

jurídica, el análisis exige identificar qué entidades del Estado están llamadas 

a materializarla. En este punto, la atención se centra en la Autoridad Nacional 

del Agua (ANA), en su calidad de ente rector del Sistema Nacional de Gestión 

Integrada de los Recursos Hídricos. 

La ANA tiene entre sus funciones principales la administración, conservación 

y protección de los recursos hídricos, así como la supervisión de su calidad. 

Esto incluye la adopción de medidas orientadas a prevenir, controlar y, en su 

caso, revertir procesos de contaminación.  

El artículo 15.6 de la Ley No 29338, Ley de recursos hídricos es muy clara, 

cuando precisa que es competencia del Autoridad Nacional del Agua, la 

solución de los problemas de contaminación de recursos hídricos.  

Artículo 15.- Funciones de la Autoridad Nacional  

Son funciones de la Autoridad Nacional las siguientes:  

[…] 

6. declarar, previo estudio técnico, el agotamiento de las fuentes naturales 

de agua, zonas de veda y zonas de protección, así como los estados de 

emergencia por escasez, superávit hídrico, contaminación de las fuentes 

naturales de agua o cualquier conflicto relacionado con la gestión 

sostenible de los recursos hídricos, dictando las medidas pertinentes 

(resaltado nuestro). 

Este artículo 15.6 debe ser interpretado con el artículo 76 de la misma Ley de 

Recursos Hídricos, Ley 29338, la cual reitera que es competencia de la 

Autoridad Nacional de Agua, adoptar medidas de remediación de la 

contaminación de las fuentes de agua.  

Artículo 76.- Vigilancia y fiscalización del agua  

La Autoridad Nacional en coordinación con el Consejo de Cuenca, en el 

lugar y el estado físico en que se encuentre el agua, sea en sus cauces 

naturales o artificiales, controla, supervisa, fiscaliza el cumplimiento de las 

normas de calidad ambiental del agua sobre la base de los Estándares de 

Calidad Ambiental del Agua (ECA-Agua) y las disposiciones y programas 

para su implementación establecidos por autoridad del ambiente. 
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También establece medidas para prevenir, controlar y remediar la 

contaminación del agua y los bienes asociados a esta. Asimismo, 

implementa actividades de vigilancia y monitoreo, sobre todo en las 

cuencas donde existan actividades que pongan en riesgo la calidad o 

cantidad del recurso. 

La sola existencia de competencias formalmente atribuidas a las entidades 

estatales no asegura una protección efectiva del derecho al medio ambiente, 

toda vez que, en escenarios como el del Lago Titicaca, subsiste una evidente 

distancia entre el contenido de las obligaciones previstas normativamente y 

su ejecución real sobre las condiciones ambientales y sociales de la población 

afectada. En esta lógica, la discusión constitucional trasciende la 

identificación abstracta de funciones o competencias, puesto que exige 

evaluar el modo en que la institucionalidad ambiental viene actuando frente 

a una problemática de contaminación persistente y estructural. 

De otro lado tenemos el artículo 34 de la Ley General del Ambiente, Ley No 

26811, el cual establece como también responsable del mejoramiento de la 

calidad ambiental, a la Autoridad Nacional Ambiental, es decir, el Ministerio 

del Ambiente. 

Artículo 34°. - De los planes de prevención y de mejoramiento de la calidad 

ambiental  

La Autoridad Ambiental Nacional coordina con las autoridades 

competentes la formulación, ejecución y evaluación de los planes 

destinados a la mejora de la calidad ambiental o la prevención de 

daños irreversibles en zonas vulnerables o en las que se sobrepasen los 

ECA, y vigila según sea el caso, su fiel cumplimiento. Con tal fin puede dictar 

medidas cautelares que aseguren la aplicación de los señalados planes, o 

establecer sanciones ante el incumplimiento de una acción prevista en 

ellos, salvo que dicha acción constituya una infracción a la legislación 

ambiental que debe ser resuelta por otra autoridad de acuerdo a ley 

(resaltado nuestro). 

El Ministerio del Ambiente, como ente rector del Sistema Nacional de Gestión 

Ambiental, tiene la responsabilidad de formular, dirigir y supervisar la política 

nacional ambiental, incluyendo la gestión de la calidad ambiental. Desde esta 

perspectiva, le corresponde establecer estándares, diseñar instrumentos de 
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gestión y coordinar acciones interinstitucionales orientadas a la protección 

de los ecosistemas.  

La problemática tampoco se explica únicamente a partir de la distribución 

formal de competencias entre las entidades estatales, considerando que la 

persistencia de la contaminación del Lago Titicaca evidencia serias 

limitaciones en la capacidad del Estado para articular respuestas 

institucionales eficaces frente al deterioro ambiental. La fragmentación de 

funciones, la superposición de competencias y la ejecución insuficiente de 

políticas públicas han contribuido a prolongar una situación de afectación 

continua sobre el ecosistema y la población asentada en el Titicaca. 

7. ¿Qué acciones se vienen realizando para proteger el medio 

ambiente? 

Básicamente tenemos acciones para legalizar la contaminación del Lago 

Titicaca tal como a continuación veremos. 

Tenemos en primer lugar tenemos la Ley 29906, Ley que declara de 

necesidad y utilidad pública la prevención y recuperación ambiental integral 

del Lago Titicaca y sus afluentes. En el artículo 1 de dicha norma se precisa, 

“Declárase de necesidad y utilidad pública la prevención la recuperación 

ambiental integral del lago Titicaca у sus afluentes, reconocido como 

humedal de importancia internacional por la Convención sobre los 

Humedales de Importancia Internacional, suscrita, aprobada y ratificada por 

el Estado peruano”. En el artículo 2 se precisan las acciones de recuperación 

ambiental: 

Artículo 2. Acciones para la recuperación ambiental El Estado, en los tres 

niveles de gobierno, prioriza las acciones de prevención y recuperación 

ambiental del lago Titicaca. Para tales efectos: 

a. El Gobierno Nacional establece los lineamientos y criterios para el 

desarrollo de las acciones orientadas a la recuperación ambiental del 

lago Titicaca.  

b. El Gobierno Regional de Puno y los gobiernos locales desarrollan los 

planes, actividades, programas y proyectos orientados a la 

recuperación ambiental del lago Titicaca, en el marco de sus 

competencias y priorizando en sus presupuestos anual 
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De conformidad con la primera disposición complementaria de la Ley 29906, 

se aprueba el D.S. 075-2013-PCM, Decreto que crea la Comisión 

Multisectorial, de naturaleza permanente, para la Prevención y Recuperación 

Ambiental de la Cuenca del Lago Titicaca y sus Afluentes. 

Artículo 1º.- De la creación y objeto de la Comisión Multisectorial Créase la 

Comisión Multisectorial, de naturaleza permanente, para la Prevención y 

Recuperación Ambiental de la Cuenca del Lago Titicaca y sus Afluentes, 

cuyo objeto es coordinar las políticas, planes, programas y proyectos 

orientados a la prevención y recuperación ambiental integral del Lago 

Titicaca, así como establecer las metas de desempeño ambiental de cada 

entidad involucrada. Esta Comisión dependerá del Ministerio del 

Ambiente. 

En el marco de dicha comisión se aprobó el “PLAN DE ACCIÓN PARA LA 

PREVENCIÓN Y RECUPERACIÓN AMBIENTAL DE LA CUENCA DEL LAGO 

TITICACA 2020-2024”. Para algunos líderes sociales que participaron en este 

espacio, se trata de un espacio cerrado. Para otros se trata de un espacio que 

sigue funcionando, pero de espaldas a la población. 

Esta situación evidencia una contradicción central: mientras el ordenamiento 

jurídico reconoce obligaciones claras en materia de protección y restauración 

ambiental, la práctica estatal muestra una respuesta débil que no logra 

revertir la degradación del ecosistema. Es precisamente en este punto donde 

el análisis alcanza su núcleo crítico. 
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8. La legalización de la contaminación ambiental 

El problema del Lago Titicaca no se origina únicamente en la ausencia o 

insuficiencia de intervención estatal, considerando que determinadas 

decisiones normativas han terminado favoreciendo la continuidad de 

prácticas y mecanismos incompatibles con la protección del medio ambiente 

y la recuperación progresiva del ecosistema afectado, en los hechos, han 

contribuido a la normalización de la contaminación. En efecto, como 

sabemos, la Ley 29338 es muy clara, pues prohíbe el vertimiento directo o 

indirecto de agua residual sin dicha autorización. Se trata nada menos que 

de la Ley de recursos hídricos, aprobada con bombos y platillos. 

Artículo 79.- Vertimiento de agua residual  

La Autoridad Nacional autoriza el vertimiento del agua residual tratada a 

un cuerpo natural de agua continental o marítima sobre la base del 

cumplimiento de los ECA-Agua y los LMP. Queda prohibido el vertimiento 

directo o indirecto de agua residual sin dicha autorización.  

En caso de que el vertimiento del agua residual tratada pueda afectar 

calidad del cuerpo receptor, la vida acuática asociada a este o sus bienes 

asociados, según los estándares de calidad establecidos o estudios 

específicos realizados y sustentados científicamente, la Autoridad Nacional 

debe disponer las medidas adicionales que hagan desaparecer o 

disminuyan el riesgo de la calidad del agua, que puedan incluir tecnologías 

superiores, pudiendo inclusive suspender las autorizaciones que se 

hubieran otorgado al efecto. En caso de que el vertimiento afecte la salud 

o modo de vida de la población local, la Autoridad Nacional suspende 

inmediatamente las autorizaciones otorgadas.  

Corresponde a la autoridad sectorial competente la autorización y el 

control de las descargas de agua residual a los sistemas de drenaje urbano 

o alcantarillado. 

El mandato es claro, está prohibido contaminar los ríos. Debemos cuidar los 

ríos. Sorprendentemente, el Estado modifica el artículo 79 a través del 

artículo 3° del Decreto Legislativo N.º 1285, publicado el 29 de diciembre de 

2016. En esta nueva norma se da un plazo de gracia a las empresas de 

saneamiento para seguir vertiendo aguas servidas y residuos sólidos. 
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Artículo 4. Adecuación progresiva de los vertimientos del sector 

saneamiento  

4.1 Establécese un plazo no mayor de nueve (09) años, para la adecuación 

progresiva de los prestadores de servicios de saneamiento a lo establecido 

en los artículos 79, 80, 81 y 82 de la Ley Nº 29338, Ley de Recursos Hídricos.  

4.2 El plazo de adecuación progresiva es proporcional al tamaño y 

complejidad de los prestadores de servicios de saneamiento. El tamaño y 

los criterios de complejidad se determinan en el Reglamento del presente 

Decreto Legislativo con la opinión favorable del Ministerio del Ambiente.  

4.3 El instrumento de gestión ambiental de adecuación y el plazo de 

adecuación para cada una de las etapas para el cumplimiento de Ley Nº 

29338, Ley de Recursos Hídricos, se establece en el Reglamento del 

presente Decreto Legislativo, con opinión previa favorable del Ministerio 

del Ambiente, en función a los diferentes niveles y ámbitos de cobertura de 

los prestadores de servicios de saneamiento, así como, la complejidad en 

cada uno de estos servicios.   

Posteriormente, tenemos le artículo 1 del D.S. No 009-2021-VIVIENDA, 

Decreto Supremo que modifica el Reglamento de los artículos 4 y 5 del 

Decreto Legislativo N° 1285, Decreto Legislativo que modifica el artículo 79 

de la Ley N° 29338, Ley de Recursos Hídricos y establece disposiciones para 

la adecuación progresiva a la autorización de vertimientos y a los 

instrumentos de gestión ambiental, aprobado por Decreto Supremo N° 010-

2017-VIVIENDA.  

Artículo 15.- Inscripción en el RUPAP 

15.4 Los prestadores de servicios de saneamiento inscritos en el RUPAP, se 

consideran sujetos al proceso de adecuación progresiva, en mérito a lo 

cual, no se les aplica las sanciones que se hayan generado o se 

generen como consecuencia del incumplimiento de los artículos 79, 

80, 81 y 82 de la Ley Nº 29338, Ley de Recursos Hídricos, conforme a lo 

establecido en la Cuarta Disposición Complementaria Final del Decreto 

Legislativo Nº 1285. Este beneficio es reconocido por las autoridades 

competentes para determinar dichos incumplimientos (resaltado nuestro). 
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Como ya lo hemos advertido2: El problema no es la ausencia de normas. La 

Ley 29338 y los Límites Máximos Permisibles para los efluentes de Plantas de 

Tratamiento de Aguas Residuales Domésticas o Municipales establecidos en 

el Decreto Supremo N.º 003-2010-MINAM prohíben con claridad el 

vertimiento de aguas residuales sin tratamiento y obliga al Estado a proteger 

nuestros recursos hídricos. Sin embargo, el Decreto Legislativo N. º 1285 y el 

Decreto Supremo N. º 0006-2025-VIVIENDA han prorrogado en el tiempo el 

cumplimiento efectivo de esa obligación. La prohibición existe en el papel; la 

contaminación persiste en la realidad. 

Esta situación plantea una tensión profunda con el contenido del derecho 

fundamental al ambiente. Si el derecho garantiza condiciones adecuadas 

para la vida, no resulta constitucionalmente admisible que el propio Estado 

establezca parámetros que toleren su degradación. 

Desde esta perspectiva, se configura lo que puede denominarse una 

legalización de la contaminación, en la medida en que el derecho deja de 

operar como un límite al daño ambiental y pasa, indirectamente, a 

habilitarlo. 

9. Cómo proteger jurídicamente el derecho a la 

descontaminación del Lago Titicaca 

La protección jurídica del derecho a la descontaminación del Lago Titicaca 

encuentra su punto de partida en el artículo IV de la Ley 26811, Ley General 

del Ambiente, que reconoce el derecho de acceso a la justicia ambiental 

como una garantía de acción rápida, sencilla y efectiva en defensa del 

ambiente y sus componentes, incluso en ausencia de afectación económica 

directa, bastando el interés moral. 

Artículo IV.- Del derecho de acceso a la justicia ambiental  

Toda persona tiene el derecho a una acción rápida, sencilla y efectiva, ante 

las entidades administrativas y jurisdiccionales, en defensa del ambiente y 

de sus componentes, velando por la debida protección de la salud de las 

personas en forma individual y colectiva, la conservación de la diversidad 

 
2 Ver: Con licencia para contaminar: Gobierno autoriza una vez más el vertimiento de excretas en los ríos. 

Disponible: https://www.idl.org.pe/con-licencia-para-contaminar-gobierno-autoriza-una-vez-mas-el-vertimiento-

de-excretas-en-los-rios/ 

 

https://www.idl.org.pe/con-licencia-para-contaminar-gobierno-autoriza-una-vez-mas-el-vertimiento-de-excretas-en-los-rios/
https://www.idl.org.pe/con-licencia-para-contaminar-gobierno-autoriza-una-vez-mas-el-vertimiento-de-excretas-en-los-rios/
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biológica, el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, así 

como la conservación del patrimonio cultural vinculado a aquellos. Se 

puede interponer acciones legales aun en los casos en que no se afecte el 

interés económico del accionante. El interés moral legitima la acción aun 

cuando no se refiera directamente al accionante o a su familia. 

Esta disposición adquiere especial relevancia frente a escenarios como la 

contaminación del Lago Titicaca, donde la persistencia del deterioro 

ambiental no solo se relaciona con actuaciones contaminantes concretas, 

sino también con decisiones estatales que han flexibilizado o postergado el 

cumplimiento efectivo de las obligaciones de protección ambiental. 

Sin embargo, esta cláusula legal adquiere su verdadera consistencia cuando 

es interpretada a la luz de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 

particularmente en la STC Exp. N.° 02682-2005-PA/TC, en la que se establece 

que, en los procesos de amparo destinados a la protección del derecho al 

ambiente adecuado y equilibrado y del derecho a la salud, el juez 

constitucional no puede adoptar una posición pasiva, razón por la cual se 

encuentra obligado a desplegar “un desarrollo pleno e intenso de las 

potestades de investigación”, requiriéndose una “acentuada actividad 

probatoria”, sin que resulte admisible declarar la improcedencia de la 

demanda por la ausencia de estación probatoria.  

Esta línea es reforzada por pronunciamientos como la STC Exp. N.° 04762-

2007-AA, que matiza la regla de la ausencia de etapa probatoria en el 

amparo, permitiendo la actuación de medios probatorios incluso complejos 

cuando ello resulte indispensable para esclarecer la controversia 

constitucional, así como por la STC Exp. N.° 03510-2003-AA, que reconoce la 

facultad del juez de solicitar información complementaria para sustentar 

adecuadamente su decisión. 

A partir de este desarrollo jurisprudencial, emerge con claridad la figura del 

amparo ambiental como una modalidad con rasgos propios, no en cuanto 

categoría autónoma, sino como una reconfiguración del proceso de amparo 

en función de la naturaleza del conflicto ambiental. En este contexto, el 

Tribunal Constitucional ha integrado al análisis de estos casos un conjunto 

de principios sustantivos del derecho ambiental —como el desarrollo 

sostenible, la prevención, la restauración, la conservación, la mejora, el 
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principio precautorio y el de compensación— que orientan no solo la 

interpretación del derecho, sino también la actuación procesal del juez.  

En esa misma línea, la jurisprudencia constitucional ha venido reconociendo 

un conjunto de facultades reforzadas del juez constitucional, configurando 

un verdadero deber de investigación o de instrucción. Así, conforme a la STC 

Exp. N.° 02682-2005-PA/TC, frente a contextos de afectación ambiental y 

vulneración de derechos fundamentales, el juez constitucional se encuentra 

facultado a desplegar todas las actuaciones probatorias necesarias para 

esclarecer los hechos controvertidos, considerando que dicha facultad se 

encuentra directamente vinculada con la finalidad de los procesos 

constitucionales, es decir, garantizar una protección efectiva de los derechos 

fundamentales comprometidos. 

Ello implica la posibilidad de solicitar informes a entidades públicas, acopiar 

información técnica, requerir documentación especializada e incluso realizar 

inspecciones oculares en el lugar de los hechos cuando la naturaleza del 

conflicto lo exija. En el caso del Lago Titicaca, esta facultad adquiere una 

relevancia decisiva, pues la contaminación es un fenómeno complejo, 

acumulativo y multisectorial que no puede ser comprendido únicamente a 

partir de la alegación de las partes. 

Asimismo, cuando se trata de derechos de especial valor material —como el 

derecho al ambiente, la salud o la vida— el Tribunal Constitucional ha 

señalado que la regla de improcedencia por ausencia de actividad probatoria 

debe ser morigerada, reconociendo que estos derechos constituyen 

presupuestos para el ejercicio de los demás. La tutela del derecho a la 

descontaminación del Lago Titicaca exige una actuación jurisdiccional capaz 

de responder a la complejidad y continuidad de la afectación ambiental 

denunciada, razón por la cual el proceso constitucional no puede quedar 

subordinado a criterios rígidos o formalismos que terminen debilitando la 

protección efectiva de los derechos en juego.  

En este contexto, el principio precautorio adquiere especial relevancia, 

tomando en consideración que, conforme a la jurisprudencia constitucional, 

(STC Exp. N.º 2005-2009-PA), introduce la inversión de la carga de la prueba, 

trasladando a los agentes contaminantes o promotores de actividades 
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potencialmente dañinas la obligación de demostrar que estas no generan 

riesgo para el ambiente o la salud. 

De esta manera, el artículo IV de la Ley General del Ambiente, interpretado 

conjuntamente con la jurisprudencia constitucional, amplía el contenido del 

acceso a la justicia ambiental y consolida un modelo de tutela reforzada 

frente a afectaciones estructurales como la contaminación del Lago Titicaca. 

En este entender, la descontaminación del lago adquiere la condición de una 

pretensión jurídicamente exigible, cuya protección demanda no únicamente 

el reconocimiento de la vulneración constitucional, correspondiéndole 

asimismo la implementación de medidas concretas, progresivas y 

materialmente verificables orientadas a la recuperación del ecosistema, bajo 

supervisión judicial y con intervención de las entidades competentes. A partir 

de ello, el derecho de acceso a la justicia ambiental adquiere una dimensión 

materialmente efectiva frente a procesos continuos de contaminación y 

deterioro ecológico. 

10. El derecho a la descontaminación del Lago Titicaca: 

naturaleza, contenido y alcance 

Recapitulando, el análisis desarrollado permite sostener que el denominado 

derecho a la descontaminación del Lago Titicaca no constituye una categoría 

autónoma expresamente reconocida en el texto constitucional, pero sí un 

derecho fundamental implícito, cuya existencia se deriva directamente del 

contenido normativo del derecho a gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado a la vida. 

En efecto, el Tribunal Constitucional ha precisado que este derecho no se 

agota en la facultad de disfrute, en la medida que incorpora una dimensión 

de preservación que impone obligaciones ineludibles al Estado (STC Exp. N.º 

03510-2003-AA/TC, f. j. 2.d). En esa línea, su dimensión prestacional exige no 

solo prevenir afectaciones, considerando que también comprende la 

adopción de medidas orientadas a conservar y recuperar el equilibrio 

ambiental (STC Exp. N.º 03510-2003-AA/TC, f. j. 2.c; STC Exp. N.º 00018-2001-

AI/TC, f. j. 10). 

Es en este ámbito, el derecho a la descontaminación, se proyecta hacia la 

restauración de las condiciones ecológicas afectadas, debido a que nuestro 
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Tribunal Constitucional ha reconocido el principio de restauración como el 

deber de saneamiento y recuperación de los bienes ambientales 

deteriorados (STC N.º 00048-2004-AI, f. j. 18.d), al que se suma el régimen de 

reparación ambiental previsto en la Ley General del Ambiente, que establece 

como regla la restitución del ambiente a su estado anterior al daño (art. 147). 

Exigiéndose una restitución efectiva en los parámetros desarrollados por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Velásquez 

Rodríguez. 

En cuanto a su contenido, el derecho a la descontaminación presenta una 

configuración compleja. En su núcleo, implica la obligación de restablecer las 

condiciones ecológicas del ecosistema afectado, lo que, tratándose del Lago 

Titicaca, supone intervenir sobre las fuentes de contaminación, recuperar la 

calidad del agua y restituir las condiciones que hacen posible el desarrollo de 

la vida humana y no humana. Este contenido se traduce en un conjunto de 

deberes estatales de carácter funcional: prevenir la degradación, controlar 

las fuentes contaminantes y, de manera central, remediar los daños ya 

producidos. No se trata de una obligación abstracta, en la medida que se 

concreta mediante instrumentos específicos como los planes de 

descontaminación, los sistemas de remediación y las medidas de 

restauración y rehabilitación previstas en la legislación ambiental. 

Además, el derecho adquiere un contenido institucional específico, en la 

medida en que compromete la actuación coordinada de entidades como la 

Autoridad Nacional del Agua, encargada de prevenir, controlar y remediar la 

contaminación hídrica, y el Ministerio del Ambiente, responsable de la 

formulación y conducción de la política ambiental. Sin embargo, la 

persistencia de la contaminación del Lago Titicaca evidencia que este 

contenido institucional se encuentra debilitado por una brecha estructural 

entre mandato normativo y ejecución efectiva. 

En cuanto a su alcance, el derecho a la descontaminación trasciende una 

comprensión restringida al recurso hídrico. Su ámbito material comprende 

el ecosistema en su conjunto, incluyendo la biodiversidad, la salud pública y 

las actividades económicas y culturales vinculadas al lago, lo que resulta 

coherente con la naturaleza multidimensional de la contaminación 

reconocida por el Tribunal Constitucional (STC N.º 00018-2001-AI/TC, f. j. 6).  
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Desde una perspectiva subjetiva, el derecho a la descontaminación no se 

limita a la población directamente afectada en el entorno del Lago Titicaca, 

sino que se proyecta hacia la colectividad puneña en su conjunto, en tanto 

derecho de naturaleza difusa (esto es, un derecho cuya titularidad no recae 

en una sola persona, sino en un conjunto indeterminado de sujetos 

vinculados por la protección de un mismo bien ambiental). EN una 

comprensión evolutiva, incluso, se abre la posibilidad de reconocer al propio 

Lago Titicaca como sujeto de tutela jurídica (en el sentido de un bien que 

merece protección reforzada por su valor ecológico, cultural y vital), lo que 

refuerza la exigencia de su conservación y restauración. 

En su dimensión más crítica, este derecho funciona como límite frente a la 

actuación estatal, considerando que la existencia de regímenes de 

adecuación progresiva de vertimientos como el RUPAP3 (plazos que permiten 

postergar o flexibilizar el cumplimiento de estándares ambientales) ha 

terminado generando una tensión entre la prohibición formal de contaminar 

y la tolerancia material de la contaminación. Esta situación revela una 

contradicción normativa que, en los hechos, debilita el contenido 

constitucional del derecho al ambiente. 

En consecuencia, el derecho a la descontaminación no solo exige acciones 

concretas por parte del Estado, sino que también impide la adopción de 

decisiones normativas que prolonguen o legitimen procesos de degradación 

ambiental, reafirmando su carácter exigible y plenamente justiciable. 

11. Conclusiones 

• El estudio del régimen jurídico aplicable al Lago Titicaca permite 

afirmar, en primer término, que la contaminación que afecta a este 

cuerpo de agua no constituye un fenómeno aislado ni meramente 

técnico, sino la manifestación de una falla estructural del Estado en el 

cumplimiento de sus obligaciones constitucionales en materia 

ambiental. Esta deficiencia se evidencia en la persistente desconexión 

entre el mandato normativo de protección del ambiente y su efectiva 

 
3 Registro Único para el Proceso de Adecuación Progresiva. Este régimen normativo introduce un mecanismo de 

formalización de los vertimientos de aguas residuales, en virtud del cual las empresas prestadoras de servicios de 

saneamiento no son sometidas de manera inmediata a un régimen sancionador por el incumplimiento de los 

estándares ambientales, sino que se incorporan a un proceso de adecuación progresiva, todo ello conforme a lo 

dispuesto en el Decreto Legislativo N.º 1285. 
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realización en la práctica, lo que deriva en la continuidad de procesos 

de degradación ambiental tolerados en el tiempo. 

• En segundo lugar, se ha demostrado que el derecho a la 

descontaminación del Lago Titicaca, aunque no se encuentre 

expresamente reconocido, posee una base constitucional sólida como 

derecho fundamental implícito, derivado del derecho a gozar de un 

ambiente equilibrado y adecuado a la vida. Su configuración no es 

retórica, sino jurídicamente exigible, en tanto se sustenta en la 

dimensión prestacional de dicho derecho, así como en el principio de 

restauración ambiental y en el estándar de reparación integral 

desarrollado tanto en el derecho interno como en el derecho 

internacional de los derechos humanos.  

• En tercer lugar, el contenido de este derecho ha sido precisado como 

una obligación estatal compleja, que no se limita a la prevención, sino 

que exige la adopción de medidas concretas, efectivas de control, 

remediación y, fundamentalmente, restauración del ecosistema 

afectado. En este sentido, la descontaminación no constituye una 

decisión que el Estado pueda adoptar o no según su criterio, sino un 

mandato jurídico que exige resultados progresivos, verificables y 

orientados a la recuperación efectiva del Lago Titicaca. Asimismo, se 

ha evidenciado que el ordenamiento jurídico peruano cuenta con 

instrumentos suficientes en el plano constitucional, legal e 

institucional para hacer posible dicho proceso; sin embargo, su 

aplicación limitada en la práctica revela una brecha estructural entre 

la existencia de las normas y su ejecución real, situación que 

compromete la responsabilidad estatal y debilita la protección efectiva 

de los derechos fundamentales de la población puneña afectada. 

• En cuarto lugar, nuestra exposición de ideas ha evidenciado que 

determinadas decisiones normativas, especialmente aquellas que 

permiten la adecuación progresiva de los vertimientos contaminantes 

(es decir, que otorgan plazos para seguir descargando aguas 

residuales mientras se implementan mejoras), han generado un 

escenario en el que la prohibición de contaminar existe en el papel, 

pero en la práctica se admite su continuidad bajo ciertas condiciones. 
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Esta situación produce una suerte de “normalización” de la 

contaminación, en la que lo que debería ser excepcional termina 

siendo tolerado de manera regulada en el tiempo. Este fenómeno no 

solo entra en tensión con el contenido esencial del derecho al 

ambiente, sino que además debilita de forma sustancial el derecho a 

la descontaminación, en la medida que reduce su capacidad real de 

exigirse y cumplirse. En ese sentido, se configura un problema de 

constitucionalidad material, al existir normas que, en los hechos, 

permiten mantener una situación de degradación ambiental que el 

propio orden constitucional debería impedir. 

• En quinto lugar, el alcance del derecho a la descontaminación ha sido 

delimitado en una triple dimensión: (i) material, al comprender la 

integridad del ecosistema y sus interrelaciones con la salud, la 

economía y la cultura; (ii) subjetiva, al corresponder tanto a la 

población puneña como a la colectividad en general, en su condición 

de derecho difuso; y (iii) normativa, al operar como un límite frente a 

la actuación estatal, prohibiendo la adopción de marcos regulatorios 

que perpetúen la degradación ambiental. 

• Finalmente, y como proyección evolutiva, el reconocimiento del Lago 

Titicaca como sujeto de derecho4 se presenta como un mecanismo de 

protección reforzada frente a su deterioro progresivo, en la medida 

que permite desplazar la lógica centrada exclusivamente en el uso del 

recurso hacia una comprensión del lago como un ente que merece 

tutela autónoma por su valor ecológico, cultural y vital. Este cambio no 

es meramente declarativo, considerando que implica incorporar un 

estándar más exigente de protección, en el cual el Estado no solo 

administra el recurso, sino que asume deberes directos de 

preservación, restauración y no degradación, reduciendo los 

márgenes de tolerancia normativa frente a la contaminación. 

En suma, el derecho de los y las puneñas a la descontaminación del Lago 

Titicaca es un derecho fundamental implícito, exigible y justiciable. Su 

 
4 Ver: https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-derechos-

victoria-con-rostro-0 

 

https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-derechos-victoria-con-rostro-0
https://www.servindi.org/seccion-ambiente-actualidad-opinion/28/04/2025/lago-titicaca-ya-tiene-derechos-victoria-con-rostro-0
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incumplimiento no solo muestra que las normas ambientales no se están 

aplicando de manera efectiva, sino también la existencia de un problema 

estructural en la protección constitucional del ambiente. En los hechos, 

persiste una distancia entre lo que el ordenamiento jurídico ordena y lo que 

realmente ocurre, lo que debilita la protección de los derechos 

fundamentales involucrados y hace necesaria una respuesta estatal más 

efectiva, orientada de manera urgente a la recuperación del lago y a la 

garantía real de su protección. 
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